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Decreto 652 de 2001
Los datos publicados tienen propósitos exclusivamente informativos. El Departamento Administrativo de la Función Pública no se hace
responsable de la vigencia de la presente norma. Nos encontramos en un proceso permanente de actualización de los contenidos.

DECRETO 652 DE 2001

(Abril 16)

"Por el cual se reglamenta la Ley 294 de 1996 reformada parcialmente por la Ley 575 de 2000".

El Presidente de la RepÃºblica de Colombia, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial, de la prevista por el artÃculo
189, numeral 11 de la ConstituciÃ³n PolÃtica,

DECRETA:

ArtÃculo 1o. Decisiones. De conformidad con los artÃculos 2o. y 6o. de la Ley 575 de 2000, la providencia que imponga medida de protecciÃ³n
provisional o definitiva, serÃ¡ motivada.

Cuando  el  fiscal  dicte  una  medida  provisional  de  protecciÃ³n,  adelantarÃ¡  el  trÃ¡mite  en  cuaderno  separado  de  la  investigaciÃ³n  penal,  en
original  y copia.  El  original  contendrÃ¡ copia de la denuncia o solicitud y de las pruebas pertinentes.  Proferida la medida,  el  fiscal  enviarÃ¡ el
cuaderno original, adjuntando pruebas y anexos, al funcionario competente y conservarÃ¡ el cuaderno de copias dentro de la actuaciÃ³n penal.

ArtÃculo 2o. Deberes. De conformidad con los principios y medidas consagradas en los artÃculos 3o. y 20 de la Ley 294 de 1996, los funcionarios
competentes en la aplicaciÃ³n de las normas previstas para la acciÃ³n de violencia intrafamiliar, deberÃ¡n:

1. Garantizar la debida protecciÃ³n de las vÃctimas, en especial de los menores de edad y personas con limitaciÃ³n fÃsica, sÃquica o sensorial,
en situaciÃ³n de indefensiÃ³n y ancianas, e,

2. Informar a los intervinientes sobre los derechos de la vÃctima, los servicios gubernamentales y privados disponibles para la atenciÃ³n del
maltrato intrafamiliar, asÃ como de las consecuencias de la conducta al agresor, o del incumplimiento de las obligaciones pactadas en el
acuerdo o de la medida de protecciÃ³n que imponga la autoridad competente, segÃºn sea la naturaleza y gravedad de los hechos.

Ver la Sentencia de la Corte Constitucional T-133 de 2004

ArtÃculo 3o. IntervenciÃ³n del Defensor de Familia y del Ministerio PÃºblico. De conformidad con los artÃculos 5o. y 12 de la Ley 575 de 2000, en
cualquier actuaciÃ³n en que se encuentren involucrados menores de edad, el defensor de familia, o en su defecto el personero municipal del
lugar de ocurrencia de los hechos, deberÃ¡n intervenir para lo de su competencia.

Si de los hechos se infiere que el menor de edad ha cometido una infracciÃ³n a la ley penal, se remitirÃ¡ la actuaciÃ³n al funcionario competente
una vez dictadas las medidas de protecciÃ³n respectivas.

ArtÃculo 4o. Informalidad de la peticiÃ³n de medida de protecciÃ³n. De conformidad con el artÃculo 5o. de la Ley 575 de 2000, la peticiÃ³n de
una medida de protecciÃ³n podrÃ¡ formularse por escrito, en forma oral o por cualquier medio idÃ³neo.

Para efecto de evaluar la idoneidad del medio utilizado de acuerdo con el principio de la sana crÃtica, se aplicarÃ¡n las normas procesales en
especial el artÃculo 14 del Decreto 2591 de 1991.

ArtÃculo 5o. TÃ©rmino para presentar la peticiÃ³n de medida de protecciÃ³n. De conformidad con el artÃculo 5o. de la Ley 575 de 2000, la
peticiÃ³n de una medida de protecciÃ³n por un hecho de violencia intrafamiliar, podrÃ¡ presentarse a mÃ¡s tardar dentro de los treinta (30) dÃas
siguientes a su acaecimiento, pero cuando la vÃctima manifestare bajo la gravedad del juramento que por encierro, incomunicaciÃ³n o cualquier
otro acto de fuerza o violencia proveniente del agresor, se encontraba imposibilitada para comparecer, el tÃ©rmino empezarÃ¡ a correr en los
hechos de violencia intrafamiliar instantÃ¡neos desde el dÃa de la consumaciÃ³n y desde la perpetraciÃ³n del Ãºltimo acto en los tentados o
permanentes.

ArtÃculo 6o. CorrecciÃ³n de la peticiÃ³n y deber de informaciÃ³n. La peticiÃ³n a que se refiere el artÃculo 10 de la Ley 294 de 1996 podrÃ¡ ser
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corregida, actuaciÃ³n Ã©sta que serÃ¡ comunicada al presunto agresor. El que interponga la acciÃ³n deberÃ¡ manifestar bajo la gravedad de
juramento, que no ha presentado otra respecto de los mismos hechos. Lo anterior de conformidad con lo previsto en los artÃculos 17 y 37 en su
inciso segundo del Decreto 2591 de 1991.

ArtÃculo 7o. TÃ©rmino y trÃ¡mite de la audiencia e inasistencia de las partes sin excusa vÃ¡lida. En ningÃºn caso el tÃ©rmino de la audiencia
podrÃ¡ exceder de diez (10) dÃas contados a partir  de la fecha de presentaciÃ³n de la peticiÃ³n de protecciÃ³n. En dicha audiencia se
practicarÃ¡n las pruebas y se tomarÃ¡n las decisiones de fondo.

Si una o ambas partes no comparecen a la audiencia, ni presentan excusa vÃ¡lida de su inasistencia, Ã©sta se celebrarÃ¡, con el fin de decretar
y practicar las pruebas solicitadas por las partes y las que de oficio el funcionario competente estime conducentes para el esclarecimiento de los
hechos y dictarÃ¡ la resoluciÃ³n o sentencia que corresponda al finalizar la audiencia.

ArtÃculo 8o. Criterios para adelantar la conciliaciÃ³n y determinar la medida de protecciÃ³n. De conformidad con los artÃculos 1o., 7o., 8o., 9o. y
10 de la Ley 575 de 2000, para adelantar la conciliaciÃ³n y para dictar el fallo pertinente, el funcionario competente deberÃ¡:

a) Evaluar los factores de riesgo y protectores de la salud fÃsica y psÃquica de la vÃctima;

b)  Evaluar  la  naturaleza del  maltrato,  y  del  hecho de violencia  intrafamiliar,  asÃ como sus  circunstancias,  anteriores,  concomitantes  y
posteriores;

c) Determinar la viabilidad y la eficacia del acuerdo para prevenir y remediar la violencia;

d) Examinar la reiteraciÃ³n del agresor en la conducta violenta;

e)  Incorporar  en  el  acuerdo  los  mecanismos  de  seguimiento,  vigilancia  y  de  ser  posible  la  fijaciÃ³n  del  tiempo  del  mismo,  para  garantizar  y
verificar el cumplimiento de las obligaciones;

f) Propiciar la preservaciÃ³n de la unidad familiar en armonÃa;

g) Orientar y vigilar que exista congruencia en los compromisos que se adquieran en el acuerdo;

h)  Precisar  la  obligaciÃ³n de cumplimiento de los  compromisos adquiridos por  los  involucrados,  en especial  el  de acudir  a  tratamiento
terapÃ©utico, cuando haga parte del acuerdo. AsÃ como advertir de las consecuencias del incumplimiento de los compromisos.

ArtÃculo 9o. Prueba pericial. Los dictÃ¡menes a los que se refiere el artÃculo 6o. de la Ley 575 de 2000, podrÃ¡n solicitarse al Instituto Nacional
de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en sus diferentes sedes distribuidas en todo el territorio nacional. En los lugares donde no exista
dependencia de Medicina Legal, podrÃ¡n solicitarse a los mÃ©dicos oficiales y del Servicio Social Obligatorio.

Estos dictÃ¡menes deberÃ¡n cumplir los procedimientos y lineamientos establecidos por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias
Forenses, y el registro oportuno en el Sistema Nacional de InformaciÃ³n sobre violencia de dicho Instituto, serÃ¡ obligatorio.

La prÃ¡ctica de estos dictÃ¡menes no generarÃ¡ ningÃºn costo para las personas a quienes se les practique.

ArtÃculo 10. Arresto. De conformidad con el artÃculo 11 de la Ley 575 de 2000, la orden de arresto prevista se expedirÃ¡ por el juez de familia o
promiscuo de familia, o en su defecto por el juez civil municipal o promiscuo, mediante auto motivado, con indicaciÃ³n del tÃ©rmino y lugar de
reclusiÃ³n.

Para su cumplimiento se remitirÃ¡ oficio al  comandante de policÃa municipal  o Distrital  segÃºn corresponda con el  fin de que se conduzca al
agresor al establecimiento de reclusiÃ³n y se comunicarÃ¡ a la autoridad encargada de su ejecuciÃ³n asÃ como al comisario de familia si Ã©ste
ha solicitado la orden de arresto.

ArtÃculo 11. Cumplimiento de las medidas de protecciÃ³n. De conformidad con el artÃculo 2o. de la Ley 575 de 2000, emitida una medida de
protecciÃ³n, en orden a su cumplimiento, la autoridad que la impuso, de ser necesario, podrÃ¡ solicitar la colaboraciÃ³n de las autoridades de
policÃa para que se haga efectiva.

ArtÃculo 12. Sanciones por incumplimiento de las medidas de protecciÃ³n. De conformidad con el artÃculo 11 de la Ley 575 de 2000, el trÃ¡mite
de las sanciones por incumplimiento de las medidas de protecciÃ³n se realizarÃ¡, en lo no escrito con sujeciÃ³n a las normas procesales
contenidas en el Decreto 2591 de 1991, en sus artÃculos 52 y siguientes del capÃtulo V de sanciones.

ArtÃculo 13. TrÃ¡mite de la apelaciÃ³n. La apelaciÃ³n a que se contrae el inciso 2o. del artÃculo 12 de la Ley 575 de 2000, se sujetarÃ¡ en lo
pertinente, al trÃ¡mite previsto en el artÃculo 32 del Decreto 2591 de 1991.

ArtÃculo 14. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicaciÃ³n.

PublÃquese y cÃºmplase.

Dado en BogotÃ¡, D. C., a 16 de abril de 2001.

ANDRES PASTRANA ARANGO
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El Ministro de Justicia y del Derecho,

RÃ³mulo GonzÃ¡lez Trujillo.

NOTA: Publicado en el Diario Oficial No. 44.394 de 20 de Abril 2001.
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